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Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO  ORAL  DEL CIRCUITO JUDICIAL  DE  

BOGOTÁ D.C - SECCIÓN SEGUNDA. 

 

E.            S.              D. 

 

REFERENCIA: DEMANDA DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO. 

RADICACIÓN: 2019-0409 

DEMANDANTE: MARIA OLGA SÁNCHEZ PARRA 

DEMANDADO: SUBRED  INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR  E.S.E.  

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  

 

Angela Maria López Ferreira, mayor de edad y vecina de esta ciudad, identificada 

con cédula de ciudadanía 1.020.804.012 de Bogotá, abogada en ejercicio, 

portadora de la Tarjeta Profesional 298.222 del C. S. de la J., Domiciliada en Bogotá, 

obrando en calidad de apoderada judicial de la SUBRED INTEGRADA DE 

SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E, con domicilio en la misma ciudad, en virtud de 

lo dispuesto por el  acuerdo 641 del 06 de Abril de 2016, y de conformidad con el 

poder que me fue conferido en legal forma por CLAUDIA HELENA PRIETO 

VANEGAS, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 39.684.325 

de Bogotá, quien funge como Gerente de la mencionada entidad, de conformidad 

con el Decreto de nombramiento No.171 del 05 de Abril de 2016, pido se me 

reconozca personería para actuar y según lo preceptuado por el artículo 175 del 

C.P.A.C.A; estando del término procesal pertinente, procedo a contestar la 

demanda que dio origen a la referencia, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES: 

 

PRIMERA: ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión declarativa, toda 

vez que el Acto Administrativo contenido en el oficio OJU-E- 2435 de 2019, 

del 06 de mayo de la misma anualidad, suscrito por la Jefe de la Oficina 

Jurídica de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

E.S.E, mediante el cual se refiere que entre las partes no existió relación 

laboral y en consecuencia no se accede al reconocimiento y pago de 

acreencias de la naturaleza que reclama la demandante, goza de presunción 
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de legalidad, autonomía,  no adolece de vicios de forma o de fondo, y por el 

contrario, fue proferido  por la funcionaria competente, que  en cumplimiento 

de su deber legal y atendiendo a la realidad fáctica y jurídica del vínculo civil 

que ató a las partes, en punto de la ejecución de los varios contratos por 

prestación  de servicios personales, confirma la concurrencia de contratos 

de naturaleza civil , por tanto, reafirma de forma clara y precisa, que nunca  

hubo la relación de trabajo que quien demanda, pretende sea reconocida al 

interior de este  proceso. 

 

Ahora bien, a ese respecto, resulta pertinente traer a colación la disposición 

legal contenida en el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011 que reza: 

“Presunción de legalidad del acto administrativo. Los actos 

administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados 

por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren 

suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente 

sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar.”  

 

Aunado a ello, el artículo 138 del C.P.A.C.A indica que la solicitud mediante 

la cual se persiga   la declaratoria de  nulidad de un acto administrativo, debe 

fundamentarse  en  las causales expresamente consagradas en el artículo 

137 ibídem: “… Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción 

de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma 

irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o 

mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias 

de quien los profirió…” . 

 

Visto lo anterior, se afirma que, la motivación por la cual se demanda la 

nulidad del mentado acto administrativo, no se encuentra tipificada en lo 

preceptuado   por el artículo 137; en consecuencia, tal petición no debe ser 

favorable a las súplicas del extremo activo.  

 

Ahora bien, a título de precisión, es de resaltar  que entre la entidad 

demandada y la demandante, no existió relación laboral alguna; toda vez que 

la Señora Sánchez, prestó sus servicios   al Hospital Meissen, en calidad de 

contratista, tal y como lo evidencian los varios Contratos por Prestación de 

Servicios, que ella, de manera libre, consciente y voluntaria suscribió;  

(modalidad de contratación que se rige por normas del Derecho Privado dado 

su carácter civil y figura tal que se encuentra autorizada por la Ley 100 de 

1993). 

 

Por lo anterior, es claro que, guardando apego a tal normativa, la entidad tuvo 

la posibilidad legal de vincular personas mediante contratos civiles de 
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prestación de servicios personales, contando con la disponibilidad 

presupuestal destinada a la ejecución de cada uno de los contratos; dada la 

naturaleza de Empresa Social del Estado y especialmente, teniendo en 

cuenta la importancia y la responsabilidad social que reviste la prestación del 

servicio público y esencial de salud. 

 

Dicha forma de vinculación, se ciñó   a las normas civiles y por mandato de 

ley, la entidad ostentó autonomía administrativa, presupuestal y financiera.   

 

En virtud de esto, se suscribieron distintos contratos por prestación de 

servicios, sin que, de la celebración y ejecución de estos, pudiere avizorarse 

la existencia de una relación laboral; hecho tal, que fue conocido y acordado 

entre los extremos contractuales. 

 

SEGUNDA: ME OPONGO a la prosperidad de tal pretensión, debido a que, 

como se ha reiterado, no existió relación laboral entre las partes; por esto, 

no hay lugar al reconocimiento de los montos reclamados por la 

demandante, máxime cuando el vínculo entre los extremos del presente 

litigio fue de orbe civil, estructurado conforme a las normas propias de tal 

jurisdicción y a la habilitación consagrada en la Ley 100 de 1993. Dicho esto, 

frente a la inexistencia de vínculo laboral, no hay lugar a ordenar el pago del 

concepto relacionado.  

 

Debe resaltarse nuevamente, que entre los extremos se suscribieron 

distintos contratos de prestación de servicios, independientes, autónomos, 

interrumpidos y cada uno de estos, fue celebrado, ejecutado, terminado y 

liquidado, bajo la manifestación expresa de ambas partes   de haberse 

culminado la prestación del servicio a paz y salvo, por esto, no hay lugar a 

pedir emolumentos de naturaleza laboral, cuando los extremos se ciñeron a 

la legalidad de una modalidad de contratación civil. 

 

a) ME PONGO: teniendo en cuenta que, del acontecer fáctico, se decanta 

que la demandante, propuso prestar sus servicios personales como   

contratista, y dada la relación de resorte civil que unió a las partes, ella   

cumplió con los objetos contractuales, de forma autónoma y contando 

con la liberalidad propia de tal vínculo; en virtud de esto, le fueron 

cancelados sus honorarios y los diversos contratos fueron terminados y 

liquidados de común acuerdo por las partes, manifestando ambos 

extremos, encontrarse a paz y salvo por todo concepto. En 

consecuencia, no es dable reclamar emolumentos propios de un contrato 

de trabajo que no hubo. 
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b) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión con respecto al 

reconocimiento de auxilio de cesantías, ya que no existió relación laboral 

entre las partes; por esto, no hay lugar a que se ordene el pago del monto 

que reclama la demandante, máxime cuando el vínculo entre los 

extremos del presente litigio fue de orbe civil, estructurado conforme a 

las normas propias de tal jurisdicción y a la habilitación consagrada en la 

Ley 100 de 1993. 

c) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión con respecto al 

reconocimiento de intereses a las cesantías, ya que no existió relación 

laboral entre las partes; por esto, no hay lugar a que se ordene el pago 

del monto que reclama la demandante, máxime cuando el vínculo entre 

los extremos del presente litigio fue de orbe civil, estructurado conforme 

a las normas propias de tal jurisdicción y a la habilitación consagrada en 

la Ley 100 de 1993. 

d) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión con respecto al 

reconocimiento del pago de primas de carácter legal de   servicios de 

junio y diciembre, ya que no existió relación laboral entre las partes; por 

esto, no hay lugar a que se ordene el pago del monto que reclama la 

demandante, máxime cuando el vínculo entre los extremos del presente 

litigio fue de orbe civil, estructurado conforme a las normas propias de tal 

jurisdicción y a la habilitación consagrada en la Ley 100 de 1993. 

 

e) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión con respecto al 

reconocimiento del pago de primas de carácter extralegal de Navidad, ya 

que no existió relación laboral entre las partes; por esto, no hay lugar a 

que se ordene el pago del monto que reclama la demandante, máxime 

cuando el vínculo entre los extremos del presente litigio fue de orbe civil, 

estructurado conforme a las normas propias de tal jurisdicción y a la 

habilitación consagrada en la Ley 100 de 1993. 

f) . ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión con respecto al 

reconocimiento del pago de primas de vacaciones, ya que no existió 

relación laboral entre las partes; por esto, no hay lugar a que se ordene 

el pago del monto que reclama la demandante, máxime cuando el vínculo 

entre los extremos del presente litigio fue de orbe civil, estructurado 

conforme a las normas propias de tal jurisdicción y a la habilitación 

consagrada en la Ley 100 de 1993. 

g) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión con respecto al 

reconocimiento de la compensación en dinero de vacaciones, ya que no 

existió relación laboral entre las partes; por esto, no hay lugar a que se 

ordene el pago del monto que reclama la demandante, máxime cuando 

el vínculo entre los extremos del presente litigio fue de orbe civil, 
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estructurado conforme a las normas propias de tal jurisdicción y a la 

habilitación consagrada en la Ley 100 de 1993. 

h) ME OPONGO  a la prosperidad de tal pretensión, ya  que por mandato 

de ley, quien presta sus servicios como contratista independiente, debe 

cumplir con la obligación de realizar oportunamente sus aportes a salud  

y al fondo de pensiones, justamente por lo anterior, la señora Sánchez 

Parra,  realizó en tiempo los mencionados pagos,  y esto dio lugar a que 

mi representada le cancelara sus honorarios, como un derrotero  propio 

de los contratos civiles por prestación de servicios, figura mediante la 

cual, se ataron las partes. 

i) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión que reclama la 

devolución de los valores descontados por concepto de retención en la 

fuente, ya que, estas deducciones son ordenadas y reglamentadas por 

la Ley que rige a nivel en nacional en materia tributaria, en tal sentido, la 

entidad demandada, se limitó a dar cumplimiento a las disposiciones 

legales establecidas y no es de su competencia pronunciarse sobre lo 

pedido por el accionante.   

j) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión como quiera que, del 

acontecer fáctico y jurídico del caso concreto, se evidencia que entre las 

partes existió una relación contractual regida por el derecho privado; que, 

en virtud de su naturaleza, excluyó cualquier situación propia de la 

jurisdicción laboral.  Así pues, no es diáfano emplear términos como 

“despido injusto”, siendo que, la terminación de los plurales contratos 

civiles, se dio en razón a la expiración del plazo para desarrollar el objeto 

contractual, como un rasgo propio de la contratación civil.  Al pie de esto, 

vale destacar que, desde el momento en el cual, los extremos 

suscribieron dichos contratos por prestación de servicios, ambas orillas 

contractuales conocieron y aceptaron las fechas de inicio y de 

terminación, y de común acuerdo, liquidaron los contratos, bajo la 

manifestación mutua de encontrarse a paz y salvo por todo concepto. 

k) ME OPONGO ya que la contratación civil que unió a las partes, de 

ninguna manera otorga reconocimiento de emolumentos propios de una 

relación laboral, como la indemnización de que trata la Ley 244 de 1995 

artículo 2º, pues esta se refiere a conceptos de prestaciones sociales, 

absolutamente exógenos a lo dispuesto en las normas   del Derecho 

privado, en el marco de la celebración y ejecución de los contratos por 

prestación de servicios. En suma, a lo anterior, debe resaltarse 

nuevamente, que entre los extremos se suscribieron distintos contratos 

de prestación de servicios, independientes, autónomos, interrumpidos y 

cada uno de estos, fue celebrado, ejecutado, terminado y liquidado, bajo 

la manifestación expresa de ambas partes   de haberse culminado la 

prestación del servicio a paz y salvo, por esto, no hay lugar a pedir 
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emolumentos de naturaleza laboral, cuando los extremos se ciñeron a la 

legalidad de una modalidad de contratación civil. 

l) ME OPONGO toda vez que no hay lugar al pago de la indemnización 

señalada en el parágrafo 1° del artículo 29 de la ley 789 de 2002, como 

quiera que entre la señora Angulo y la entidad demandada nunca hubo 

un contrato de trabajo; por el contrario, la contratación civil que ligó a las 

partes, implicó que los contratos por prestación de servicios, fueran 

celebrados, terminados y liquidados de conformidad con las 

disposiciones propias de la Ley 80 de 1993.   Aunado a ello, vale 

mencionar que el contratista realizó cumplidamente sus aportes a 

seguridad social, y en virtud de esto, la entidad accionada le canceló 

oportunamente sus honorarios. 

m)   ME OPONGO a la prosperidad de tal pretensión, ya  que por disposición  

legal, quien presta sus servicios como contratista independiente, es 

quien decide realizar oportunamente sus aportes a la caja de 

compensación familiar, si desea acceder a tales beneficios; lo anterior no 

es una obligación en cabeza de la entidad contratante, máxime cuando 

entre las partes, nunca existió relación laboral, sino civil, en virtud de los 

distintos contratos por prestación de servicios celebrados de común 

acuerdo entre los extremos. 

n) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión que reclama el pago de 

la indemnización contenida en el artículo 99 de la Ley 50 de1990, ya que 

esta, es propia de las relaciones de trabajo y los hechos prueban que, 

ambos extremos actuaron como suscriptores de contratos civiles y 

atendiendo al tenor literal de tales documentos, se demuestra que, al ser 

un vínculo civil, estuvo regido por normas del Derecho privado que no 

contemplan los emolumentos pedidos por el accionante. 

o) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión con respecto al 

reconocimiento del pago de sanción moratoria por la falta de pago de los 

intereses a las cesantías, que refiere la demandante, ya que no existió 

relación laboral entre las partes; por esto, no hay lugar al reconocimiento 

del monto que reclama el demandante, máxime cuando el vínculo entre 

los extremos del presente litigio fue de orbe civil, estructurado conforme 

a las normas propias de tal jurisdicción y a la habilitación consagrada en 

la Ley 100 de 1993. 

p) ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión que reclama el libelista, 

ya que, ambas partes legalmente capaces, conscientes y de común 

acuerdo, celebraron distintos contratos por prestación de servicios, que 

en nada se relacionan con un contrato de trabajo y al ser civiles, no 

contemplan los conceptos señalados. 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

7 
 

TERCERA: ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión que reclama 

el reconocimiento y pago de una   indemnización por daños morales; a 

este respecto, es de suma importancia reiterar, como se ha hecho a lo 

largo de la contestación, que las partes legalmente capaces y 

conscientes, suscribieron contratos por prestación de servicios, cuyas 

clausulas fueron conocidas y aceptadas por la entidad contratante y la 

contratista, sin que alguna vez, se manifestare inconformidad o 

desacuerdo al respecto. En ese sentido, se dirá que no existe nexo 

causal que implique el reconocimiento a título de indemnización, pues mi 

prohijada no   causó   ningún daño a la demandante, y, por el contrario, 

fue cumplidora de todas las obligaciones contractuales a las que se 

comprometió. 

   

Bajo ese entendido, mi prohijada debe ser absuelta de todas y cada una 

de las condenas referidas por el extremo activo. 

 

CUARTA: ME OPONGO Como quiera que entre los extremos no medió 

una relación laboral, que soporte las peticiones elevadas. Aunado a esto, 

la demandada no ha sido vencida en juicio, y sí eventualmente se llagare 

a establecer que le asiste razón a la demandante, no puede predicarse   

mora, previo a que se conceda el derecho, una vez se profiera sentencia 

judicial en firme y quede debidamente ejecutoriada. 

 

QUINTA: NO ME OPONGO respecto a dar cumplimiento a la decisión 

judicial que el Despacho profiera; no obstante, se ratifica que la entidad 

demandada debe ser absuelta de las pretensiones incoadas en la 

demanda, pues siempre actuó de buena fe, atendiendo a las 

disposiciones normativas, en punto de la celebración de contratos de 

prestación de servicios. 

 

SEXTA: ME OPONGO a tal pretensión toda vez que, la señora Sánchez 

no laboró para la entidad demandada como erradamente plantea; por el 

contrario, ella prestó sus servicios como contratista, en virtud de los 

diversos contratos por prestación de servicios que las partes celebraron. 

 

SÉPTIMA: ME OPONGO a tal pretensión como quiera que, de común 

acuerdo, la entidad contratante y la contratista (que presentó oferta para 

presentar sus servicios de forma autónoma e independiente), celebraron 

diversos contratos por prestación de servicios, siendo una vinculación 

civil, reglamentada y autorizada por la Ley 100 de 1993 y 80 de 1993.  
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Mi representada, actuó siempre bajos los preceptos de buena fe, en 

consecución de los contratos de prestación de servicios que fueron 

conocidos, suscritos, ejecutados, terminados y liquidados por las partes 

de común acuerdo, y sin reparos, ciñéndose siempre a las estipulaciones 

contractuales. 

 

OCTAVA: ME OPONGO la entidad demandada no ha sido vencida en 

juicio, y en caso de que el Despacho encontrara méritos para impartir 

condena, esta deberá tasarse conforme a las disposiciones del artículo 

365 del Código General del Proceso, en consonancia con lo manifestado 

por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante sentencia 

del 4 de septiembre del 2015, M.P SAMUEL JOSE RAMIREZ, 

Subsección C, radicación 2014-0140, que reza: “...Si bien es cierto 

el Código de Procedimiento Administrativo  y de lo Contencioso 

Administrativo- ley 1437 de 2011-, ordena pronunciarse en materia 

de- costas, ello no implica que necesariamente deba ser en forma 

condenatoria, sino que sólo procede dicha condena bajo los 

criterios de abuso del derecho, mala fe o temeridad, como 

reiteradamente ha sido sostenido por el Consejo de Estado … ” 

 

En tal sentido, vale mencionar que la oposición se deriva de la inexistencia 

de un contrato de trabajo, pues la demandante, presentó su oferta como 

contratista y cumplió con el objeto contractual de cada uno de los distintos 

contratos por prestación de servicios (de naturaleza civil) de forma autónoma. 

 

En suma, a lo anterior, se dirá que, mi prohijada siempre actuó conforme al 

principio de buena fe, asumiendo que ambas partes, en calidad de 

coproductoras de sendos contratos, conocieron expresamente el contenido 

de cada uno de estos, así los suscribieron y ejecutaron, ciñéndose a las 

prerrogativas de la Ley 100 de 1993 y Ley 80 de 1993. 

 

Al respecto cabe anotar que, los contratos fueron celebrados por las partes, 

sin vicios del consentimiento y en pleno uso de facultades mentales y legales, 

por lo tanto, ambos extremos, asumieron desde el inicio del vínculo, que los 

contratos civiles por expresa disposición legal, son diferentes a las relaciones 

de trabajo y por tal razón, sus términos y condiciones contractuales fueron 

aceptadas, sin que, durante el desarrollo de las actividades contratadas se 

manifestara inconformidad u observación al respecto. 

 

En conclusión, se afirma que la entidad demandada, siempre actuó 

guardando apego al régimen de derecho privado, aplicable al tipo de 

contratación que ató a las partes. 

 

Dado lo anterior, me opongo a todas y cada una de las pretensiones 

declarativas y de condena enrostradas por la demandante; de suyo, solicito 

se absuelva al HOSPITAL MEISSEN – SUBRED INTEGRADA DE 

SERVICIOS DE SALUR SUR E.S.E.  de la prosperidad de las peticiones 

formuladas en su contra, además de la inexistencia de vínculo laboral, por 
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los motivos que serán desarrollados en el aparte de la oposición, 

planteamiento de excepciones y en todo caso por la carencia de elementos 

fácticos y jurídicos que soportan el líbelo demandatorio. 

 

A los hechos en los que se fundamenta la demanda,  

HECHOS 

 

1. ES PARCIALMENTE CIERTO: la señora Sánchez se vinculó al Hospital 

Meissen mediante contratos por prestación de servicios, en virtud de los cuales, 

prestó sus servicios como Informadora.  No obstante, debe indicarse que entre 

las partes no existió un nexo de trabajo y por esto, tampoco es cierto que la 

demandante hubiera “laborado”, pues los varios contratos por prestación de 

servicios que las partes suscribieron y celebraron, prueban que estos fueron 

distintos, independientes, autónomos, e interrumpidos en diversas 

oportunidades.  

Así mismo, a título de ampliación al despacho, es menester recalcar que la 

señora Sánchez  prestó apoyo al área señalada, ya que, por la elevadísima 

demanda de la prestación de servicios de salud, el personal de planta resulta 

insuficiente para dar cobertura total, y dado el objeto social de la entidad a la 

que represento, esta debe garantizar la prestación del servicio de salud, como 

un derecho público y fundamental a la comunidad; razón por la cual, atendiendo 

a las disposiciones de Ley, a la autonomía administrativa, financiera y 

presupuestal, suple las necesidades de los usuarios, vinculando contratistas 

que apoyen al personal de planta. 

 

2. ES PARCIALMENTE CIERTO: la contratista se vinculó al Hospital Meissen, 

mediante “contratos por prestación de servicios”. No obstante, los varios 

contratos por prestación de servicios que las partes suscribieron y celebraron, 

prueban que estos fueron distintos, independientes, autónomos, e 

interrumpidos en diversas oportunidades. 

 

3. ES PARCIALMENTE CIERTO: la demandante prestó sus servicios personales 

durante el plazo de ejecución señalado, en virtud   de los diversos contratos 

suscritos. Sin embargo, es de resaltar que, estos fueron interrumpidos en varias 

oportunidades, contrario a las manifestaciones del libelista; precisamente, cada 

uno de los distintos contratos, contuvo fechas de inicio y de terminación, 

conocidas, aceptadas y acatadas por ambas partes. 
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4. ES PARCIALMENTE CIERTO: los extremos acordaron el pago por el valor 

total del contrato, por eso se debitaron en favor de la contratista los honorarios 

conforme al cumplimiento del objeto contractual. 

 

5.  NO ES CIERTO: como se ha señalado, la accionante no laboró para la entidad 

demandada por expresa disposición contractual y   de suyo, por mutuo acuerdo 

entre las partes, quienes celebraron distintos y autónomos contratos de índole 

civil.  Los extremos convinieron el pago por el valor del contrato y conforme a 

su ejecución en tiempo, fueron cancelados periódicamente los respectivos 

honorarios. 

 

 

6. NO ES CIERTO: se reitera al libelista, que entre las partes no hubo relación 

laboral, por lo anterior, la demandante no tenía horario de trabajo como afirma; 

esto nunca fue una imposición de la entidad accionada; por esto, si ella efectuó 

sus actividades ajustándose al horario del Hospital y a lineamientos básicos, lo 

hizo en aras de dar cumplimiento al objeto contractual, atendiendo a las 

características de la actividad contratada, bajo su consentimiento y voluntad. 

 

7. ES PARCIALMENTE CIERTO: la contratista no cumplió funciones como se 

afirma en la demanda, ella prestó su apoyo en el área de la salud, desarrollando 

las actividades contractuales referidas. 

 

8. ES PARCIALMENTE CIERTO. 

 

 

9. ES PARCIALMENTE CIERTO: es de relieve aclarar que la señora Sánchez, 

se vinculó a la entidad habiendo presentado su oferta para prestar servicios 

como contratista independiente, de esta manera, se celebraron y ejecutaron 

los distintos contratos por prestación de servicios. A este respecto, vale añadir 

que, por mandato legal, quien presta sus servicios como contratista 

independiente, debe cumplir con la obligación de afiliarse y realizar 

oportunamente sus aportes a seguridad social en salud y pensiones. 

 

10. ES PARCIALMENTE CIERTO: es de relieve aclarar que la señora Sánchez, 

se vinculó a la entidad habiendo presentado su oferta para prestar servicios 

como contratista independiente, de esta manera, se celebraron y ejecutaron 

los distintos contratos por prestación de servicios. A este respecto, vale añadir 

que, por mandato legal, quien presta sus servicios como contratista 

independiente, debe cumplir con la obligación de afiliarse y realizar 

oportunamente sus aportes a seguridad social en salud, pensiones y ARL. 
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11. NO ES CIERTO: Entre las partes no hubo relación laboral y se aclara que la 

expedición y suscripción de pólizas para dar legalidad a los contratos, responde 

a una ordenanza legal, dada la naturaleza de la prestación del servicio 

(especialmente en el ámbito de la salud), y a la modalidad de vinculación, cuyo 

fundamento jurídico está delimitado en la Ley 80 de 1993. En nada   fue una 

determinación caprichosa de la entidad demandada y sabiendo esto, la 

demandante conoció y aceptó, pues ella, persona capaz, presentó su oferta 

para prestar sus servicios y ejecutó los objetos contractuales voluntariamente 

como contratista independiente. 

 

12.  ES CIERTO: ya que, estas deducciones son ordenadas y reglamentadas por 

la Ley que rige a nivel en nacional en materia tributaria, en tal sentido, la entidad 

demandada, se limitó a dar cumplimiento a las disposiciones legales 

establecidas. 

13. ES CIERTO: en los diversos contratos por prestación de servicios suscritos por 

las partes, se excluye el pago de anticipos. 

 

14.  ES PARCIALMENTE CIERTO: atendiendo a los protocolos de seguridad 

pertinentes, y en aras de brindar un servicio eficiente y oportuno a la 

comunidad, el Hospital dispone que quienes se encuentren vinculados, porten 

una identificación que permita a los usuarios, tener claridad frente al 

direccionamiento de cualquier inquietud o requerimiento, pero no se trató de un 

“carné de trabajo” como afirma el libelista. 

 

15. ES PARCIALMENTE CIERTO: la señora Sánchez no “laboró” para la entidad 

demandada como erradamente afirma. Por disposición legal, los contratos de 

naturaleza civil, suscritos de manera libre, voluntaria y en pleno uso de las 

facultades mentales y legales por las partes, excluyeron expresamente el 

reconocimiento de emolumentos derivados de las relaciones de trabajo. 

 

16. ES CIERTO: y se aclara que la demandante nunca manifestó inconformidad 

frente a los diversos contratos suscritos y de suyo celebrados, por el contrario, 

de forma libre, consciente y voluntaria, los suscribió, ejecutó y terminó sin 

reparos. 

 

17. Y 18. NO ES CIERTO: lo manifestado por el libelista obedece a una apreciación 

subjetiva, carente de sustento fáctico y jurídico, ya que las partes legalmente 

capaces, conscientes y de forma voluntaria, acordaron desarrollar 

determinados objetos contractuales, en plazos de ejecución específicos, 

plenamente establecidos de común acuerdo, atendiendo a la necesidad de 

prestar servicios, y a la oferta que, para tal fin, presentaba la contratista. A este 

respecto, es menester destacar que, ambos extremos se reconocieron, 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

12 
 

aceptaron y actuaron siempre, como orillas contractuales de un contrato civil, 

obligándose mutuamente, mediante la suscripción de los diversos contratos por 

prestación de servicios. Por lo anterior, es claro que incurre en un yerro quien 

emplea términos como “trabajo” y “despido”, siendo que, es indiscutible el 

vínculo de orbe civil que ligó a los extremos. 

 

19. NO ES CIERTO: entre las partes no hubo relación laboral. Por lo anterior, la 

demandante no desempeñó ningún cargo, no tenía horario de trabajo, ni recibió 

órdenes como afirma en el líbelo demandatorio; esto nunca fue una imposición 

de la entidad accionada; por esto, si ella efectuó sus actividades ajustándose 

al horario del Hospital, lo hizo en aras de dar cumplimiento al objeto contractual, 

atendiendo a las características de la actividad contratada. 

  

Para culminar, se destaca que la demandante desarrolló las actividades 

contractuales, según sus propias habilidades, capacidades, posibilidades y 

nivel de formación contando con total autonomía.  

 

20. NO ES CIERTO: Entre las partes no hubo relación laboral. Dada la naturaleza 

civil de los contratos por prestación de servicios que las partes celebraron y 

ejecutaron, la contratista no tenía jefes como señala, por el contrario, los 

supervisores se limitaron a verificar el cumplimiento del objeto contractual, y a 

coordinar aspectos en aras de ejecutar los contratos dentro de los plazos 

acordados, procurando evitar situaciones que generaran afectaciones en la 

prestación del servicio. 

 

21. NO ES CIERTO: se reitera que entre las partes no existió relación laboral, por 

cuanto el vínculo contractual que existió entre los extremos se desprende de 

los contratos por prestación de servicios que se suscribieron, y la ejecución de 

los mismos, se hizo bajo las prerrogativas de naturaleza civil, que en nada se 

relacionan con un contrato de trabajo. 

 

En sustento de lo expuesto, se dirá que las partes, siempre actuaron bajo el 

convencimiento mutuo de estar amparadas por las normas propias del derecho 

privado en virtud de los contratos celebrados, por esto el demandante, 

desarrolló las actividades tendientes a cumplir con el objeto contractual, según 

sus capacidades, aptitudes, habilidades, y nivel formación, contando con total 

autonomía, en suma, no es cierto que hubiere recibido órdenes por parte de la 

entidad demandada. 

 

22. NO ES CIERTO. 

23. NO ES CIERTO. 
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24. NO ES CIERTO: ya que entre las partes no hubo ninguna relación laboral.   La 

demandante en calidad de contratista contó con el apoyo de un supervisor(a), 

quien se limitó a verificar el cumplimiento del objeto contractual, nunca hubo 

“jefes inmediatos” como erradamente afirma, pues siendo un contrato civil, 

expresamente se pactó la inexistencia de elementos constitutivos de una 

relación laboral. 

25.  NO ME CONSTA: me atengo a lo que resulte legalmente probado al interior 

del proceso. 

26. NO ME CONSTA: me atengo a lo que se pruebe al interior del proceso. 

27. NO ME CONSTA: me atengo a lo que se pruebe al interior del proceso. 

28. NO ME CONSTA: me atengo a lo que se pruebe al interior del proceso. 

29. ES   PARCIALMENTE CIERTO: me atengo a lo que resulte legalmente 

probado al interior del proceso. 

30. NO ES CIERTO: la afirmación esgrimida por el extremo activo en punto “mala 

fe” es infundada, ya que, al tenor literal de la certificación aportada, esta es 

emitida conforme a la información que reposa en las bases de datos de la 

entidad, por lo tanto, esta defensa se atiene a las probanzas legales del juicio.  

31.  ES CIERTO: conforme a la prueba que allega la demandante. 

32.  ES CIERTO: conforme a la prueba que allega la demandante. 

33.  ES PARCIALMENTE CIERTO: ya que entre las partes no hubo contratos de 

trabajo. 

34. ES CIERTO: conforme a la prueba que allega la demandante. 

35. ES CIERTO. 

36. ES CIERTO. 

37. ES CIERTO. 

38. ES CIERTO. 

 

EXCEPCIONES DE MÉRITO O FONDO 

 

• AUSENCIA DE RELACIÓN LABORAL. 

 

La demandante   prestó sus servicios en calidad de contratista y no fue una 

trabajadora de la entidad accionada, tal y como prueban los contratos allegados 

por la misma accionante y la forma en la cual se ejecutaron las actividades 

contractuales. 
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En primera medida se dirá que, las partes, de común acuerdo, capaces, 

conscientes y prestando su voluntad, suscribieron varios   contratos por 

prestación de servicios, en los cuales se estipuló la inexistencia rotunda de una 

relación laboral entre los extremos. 

 

Como consecuencia de lo anterior, la señora Sánchez no estuvo subordinada 

como se demostrará a continuación: 

 

Teniendo en cuenta que, cada contrato suscrito, incorporó lógicamente, un 

objeto contractual que debía cumplirse a cabalidad, la entidad contratante, 

señaló actividades que permitieron la normal ejecución de cada contrato, 

incorporando pautas esenciales para tal fin, sin que esto revistiera 

subordinación alguna, como un pacto contractual conocido y aceptado por las 

suscribientes. 

 

De esta manera, la demandante contó con total autonomía para desarrollar 

estas últimas según sus aptitudes, calidades y nivel de formación profesional. 

 

 En lo que respecta a la supervisión, la entidad contratante dispuso de tal apoyo, 

en aras de   verificar y velar por que la actividad contractual se adelantare con 

normalidad. 

 

Para apoyar lo dicho, se pone de presente, lo dispuesto en sentencia C -154 de 

19 de marzo de 1997 que señaló “Así mismo ha sostenido que entre contratante 

y contratista puede existir una relación de coordinación en sus actividades, de 

manera que el segundo se somete a las condiciones necesarias para el 

desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo cual incluye el cumplimiento 

de un horario o el hecho de recibir una serie de instrucciones de sus superiores 

o tener que reportar informes…” 

  

En segundo lugar, es de resaltar que a la demandante no se le impuso horario, 

como equívocamente se plantea en el escrito demandatorio, pues si ella 

desarrolló actividades en determinados lapsos, lo hizo según su disposición de 

tiempo, considerando la naturaleza y características del acuerdo de voluntades 

entre las partes que debía ejecutarse, en aras de dar cumplimiento a lo pactado 

en los contratos suscritos, tal como signa el Código Civil en su “ARTICULO 

1602. <LOS CONTRATOS SON LEY PARA LAS PARTES>. Todo contrato 

legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser 

invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales.” 

 

En consonancia con lo manifestado, se añadirá uno de los pronunciamientos 

emitidos por el Honorable Consejo de Estado, en punto del reconocimiento de 

una relación de índole laboral, cuando media un contrato por prestación de 

servicios y lo respectivo a la demostración del cumplimiento de horarios: C.E. 

SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 19 de febrero de 2004 EXP#0099-03: 

“…Aunque a primera vista se puede pensar que el cumplimiento de un horario 

es de suyo elemento configurativo 

 

 de la subordinación transformando una relación que ab initio se consideró como 

contractual en laboral, lo cierto es que en determinados casos el cumplimiento 

de un horario es sencillamente la manifestación de una concertación contractual 

entre las partes, administración y particular, para desarrollar el objeto del 

contrato en forma coordinada con los usos y condiciones generalmente 

aceptados y necesarios para llevar a cabo el cumplimiento de la labor…”. 
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En tercer lugar, se reitera que las partes no acordaron cancelación de un salario, 

pues el tipo de contrato y su realización, claramente distaron de configurar un 

vínculo de carácter laboral. 

 

A razón de lo expuesto, se prueba que, contratante y contratista, convinieron el 

pago por el valor total de cada contrato, que   conforme a su ejecución, implicó 

la oportuna cancelación de honorarios periódicamente; demostrando esto, que 

la demandante, efectivamente ostentó calidad de contratista independiente y 

como tal, fueron respetados sus derechos. 

 

De lo anterior se concluye que, en el presente caso no existen elementos 

integrales, como subordinación, dependencia, cumplimiento de horario, ni 

remuneración como factor salarial, para afirmar que hubo un contrato realidad. 

 

• INEXISTENCIA DE PRESUPUESTOS PARA DAR   APLICACIÓN AL 

PRINCIPIO DE PRIMACÍA DE LA REALIDAD SOBRE FORMALIDADES. 

Atendiendo a la excepción anterior y como consecuencia de esta, se indica que 

desacierta el   extremo activo, al indicar que hubo una relación laboral entre las 

partes, ya que la forma en que se desarrollaron los diferentes contratos por 

prestación de servicios, indica que, la contratista, desde el momento en que se 

obligó mediante la suscripción de cada uno de los documentos contractuales, 

conoció que, al no gestarse vínculo laboral, no era subordinada y de suyo, 

desarrolló sus actividades contractuales de modo independiente.  

 

Al tenor de esto, es menester ampliar que, si bien es cierto, a la contratista se 

le instó a dar cumplimiento a Decretos, resoluciones y   en general actos 

proferidos por autoridades Nacionales, esto justamente se hizo para cumplir con 

la obligación legal contemplada en el artículo 14 de la Ley 80 de 1993 que 

reza: “De los Medios que pueden utilizar las Entidades Estatales para el 

Cumplimiento del Objeto Contractual. Para el cumplimiento de los fines de la 

contratación, las entidades estatales al celebrar un contrato:  1o. Tendrán la 

dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 

ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la 

paralización o la afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar 

la inmediata, continua y adecuada prestación, podrán en los casos previstos en 

el numeral 2 de este artículo, interpretar los documentos contractuales y las 

estipulaciones en ellos convenidas, introducir modificaciones a lo contratado y, 

cuando las condiciones particulares de la prestación así lo exijan, terminar 

unilateralmente el contrato celebrado.”. 

 

De la mano, es cardinal precisar que, el hecho de que mi poderdante exhortara 

a la contratista a que actuara   con  observancia de ciertos protocolos 

establecidos por la Ley en materia de prestación de servicio de salud, y en 

general brindó orientación, per- sé no implicó que se dieran órdenes ni que por 

esto sea predicable la subordinación, pues por las características propias de los 

objetos contractuales, y la función pública, en punto de la prestación de servicios 

de salud por parte de la demandada, la propia Carta superior indica: “ Articulo 

49: La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a 

cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios 

de promoción, protección y recuperación de la salud. Corresponde al Estado 

organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los 
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habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para 

la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia 

y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades 

territoriales y los particulares, y determinar los aportes a su cargo en los 

términos y condiciones señalados en la ley. Los servicios de salud se 

organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención y con 

participación de la comunidad. La ley señalará los términos en los cuales la 

atención básica para todos los habitantes será gratuita y obligatoria. Toda 

persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de 

su comunidad…” 

 

 

Visto esto, es claro que la entidad se limitó a   verificar que, en efecto, el objeto 

contractual de cada uno de los diversos contratos se cumpliera, y por eso, 

brindó las condiciones esenciales para que los estos se desarrollaran 

normalmente. 

 

En consonancia, resulta apenas lógico, que, en cualquier procedimiento, se fijen 

criterios orientadores, que posibiliten obtener resultados positivos, sin que esto 

conlleve a la existencia de una subordinación, ni dependencia entre quienes 

intervienen al respecto; dando cabal cumplimiento al acuerdo de voluntades,  

teniendo en cuenta que el contrato es Ley para las partes, por esto, la 

demandante desarrolló las actividades, según sus propias habilidades, 

capacidades, posibilidades y nivel de formación, en el tiempo en que 

consideraba apropiado; con plena observancia de la naturaleza de las 

actividades contractuales, sin que se le hubiere exigido el cumplimiento de un 

horario, pues lo meridiano para la entidad, fue   exclusivamente determinar que 

se viera cumplido el objeto contractual. 

 

De ello se desprende que, nunca se exigió cumplimiento de un horario, pues en 

los contratos no se pactó nada al respecto, toda vez que no se trató de una 

contratación laboral, sino una vinculación de carácter civil regida por normas del 

Derecho privado y por esto, la contratista contó con liberalidad para disponer de 

su horario, sin que se viera afectada la prestación de su servicio. 

 

Por su parte, es importante destacar que, las partes de común acuerdo, de 

forma libre y voluntaria, suscribieron distintos contratos, en los que se dieron 

por enterados tanto de la fecha de inicio como de terminación de los mismos; 

justamente por ese motivo, dichos contratos fueron terminados y liquidados de 

común acuerdo, manifestando ambos extremos, estar a paz y salvo por todo 

concepto. 

 

Con este antecedente, es irrisorio pensar que, es dable reclamar derechos 

propios de la jurisdicción laboral, cuando las condiciones fácticas, establecen 

que las partes actuaron conforme a las reglas propias del Derecho Privado en 

materia de ejecución contractual y de su comportamiento, se evidencia la 

inexistencia de relación laboral. 

 

Para concluir, debe afirmarse que, no se configuran elementos sine qua non de 

un contrato laboral, en suma, no puede declararse la existencia de un contrato 

de orden laboral entre las partes. 

 

• INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN.  
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En primer lugar, es de señalar que entre mi representada y la demandante, 

surgió un vínculo contractual reglado por la normativa propia del Derecho 

privado, en virtud de los contratos por prestación de servicios que fueron 

suscritos con plena capacidad legal, libre, espontánea, en pleno uso de sus 

facultades mentales y legales, de forma voluntaria por las partes, atendiendo a 

la propuesta para prestar servicios de la demandante. 

 

Por otra parte, la literalidad de las cláusulas contractuales, permite evidenciar 

que se pactó   expresamente la inexistencia de relación laboral, por el modo de 

contratación y lo que ello implica, es decir, ausencia de elementos constitutivos 

de un contrato de trabajo “… El presente contrato de arrendamiento de servicios 

personales, EXCLUYE DE MANERA EXPRESA LA RELACIÓN LABORAL por 

lo tanto en ningún caso será considerado como contrato de trabajo y en 

desarrollo de él, el contratista no tendrá ninguna relación laboral con el 

Hospital…”   “…NATURALEZA DE LA PRESTACIÓN: Este contrato se 

ejecutará con total autonomía e independencia sin que entre las partes medie 

relación laboral alguna. En consecuencia, no dará lugar al pago de prestaciones 

sociales y ni de costos distintos al valor de los honorarios acordados en el 

presente contrato…”. 

 

En consecuencia, siendo co-productora y conocedora de lo anterior, la señora 

Sánchez, ejecutó las actividades con miras a dar cumplimiento al objeto 

contractual de forma autónoma, voluntaria, ciñéndose y dando cumplimiento, 

también, a lo pactado en los contratos de prestación de servicios.  

 

Así mismo, es de añadir que, dada su naturaleza, tales contratos fueron 

desarrollados dentro de los plazos señalados y conforme a su evolución y 

disponibilidad presupuestal, fueron cancelados los honorarios periódicamente a 

la contratista. 

 

En ese sentido, guardando apago a las disposiciones legales propias del 

derecho que rige los contratos de naturaleza civil, estos fueron terminados y 

liquidados en su momento, manifestando las partes, estar a paz y salvo. 

 

A propósito de esto, se contextualizará lo relativo al contrato por prestación de 

servicios. 

Dicha figura encuentra su asidero normativo en las disposiciones del   Decreto 

Ley 222 de 1983, Ley 80 de 1993 y Ley 190 de 1995. 

 

Al respecto, puntualmente se resaltará la definición clara de lo que es un 

contrato por prestación de servicios, en los términos del   artículo 32 de la Ley 

80 de 1993 así:   

“3. Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades 

estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 

funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con 

personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con 

personal de planta o requieran conocimientos especializados. 

 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones 

sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”.    
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Seguido a ello, se indicará lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, en 

punto de la diferenciación entre el contrato por prestación de servicios y el 

laboral en claros términos: 

 

Sentencia C-154 de 19 de marzo de 1997: “… Como es bien sabido, el contrato 

de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios 

independientes. En efecto, para que aquél se configure se requiere la existencia 

de la prestación personal del servicio, la continuada subordinación laboral y la 

remuneración como contraprestación del mismo. En cambio, en el contrato de 

prestación de servicios, la actividad independiente desarrollada, puede provenir 

de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación 

laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la 

ejecución de la labor contratada…”. 

 

Ahora bien, es importante, traer a colación lo dispuesto por el artículo 194 de 

la 100 de 1993: “CAPÍTULO III. RÉGIMEN DE LAS EMPRESAS SOCIALES 

DEL ESTADO - ARTÍCULO 194. NATURALEZA. La prestación de servicios de 

salud en forma directa por la nación o por las entidades territoriales, se hará 

principalmente a través de las Empresas Sociales del Estado, que constituyen 

una categoría especial de entidad pública descentralizada, con personería 

jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, creadas por la Ley o 

por las asambleas o concejos, según el caso, sometidas al régimen jurídico 

previsto en este capítulo.”;  y lo dicho por la H. Corte Constitucional en 

Sentencia C- 171/2012: EMPRESAS SOCIALES DEL ESTADO PARA LA 

PRESTACION DE SERVICIO PUBLICO DE SALUD-Régimen y naturaleza 

jurídica : La jurisprudencia de esta Corte ha explicado respecto del régimen y 

naturaleza de las Empresas Sociales del Estado que (i) la ley 100 de 1993 creó 

el sistema de seguridad social y definió en el artículo 94 la naturaleza de las 

Empresas Sociales del Estado; (ii) que el objeto de estas Empresas es la 

prestación de los servicios de salud, como servicio público a cargo del Estado, 

o como parte del servicio público de seguridad social; (iii) que estas Empresas 

constituyen una categoría especial de entidad pública descentralizada creada 

por el Legislador en virtud de las facultades que le confiere el artículo 150, 

numeral 7; (iv) que son entes que no pueden confundirse y se diferencian 

claramente de los establecimientos públicos, ya que la Ley 489 de 1998, al 

definir en el artículo 38 la integración de la rama ejecutiva del poder público, 

incluyó dentro de ésta a las Empresas Sociales del Estado, reconociéndoles 

una categoría diferente a la de los establecimientos públicos; (v) que estas 

Empresas como nueva categoría de entidades descentralizadas y concebidas 

con un objeto específico definido por la propia ley, de conformidad con los 

propósitos constitucionales que mediante su existencia persigue el Legislador, 

se rigen por unas reglas y una normatividad especial; (vi) que la Ley señala que 

estas entidades descentralizadas son creadas por la Nación o por las entidades 

territoriales para la prestación de servicios de salud, en forma directa; y (vii) que 

es al Legislador  

 

a quien corresponde su creación, por la propia naturaleza de creación legal de 

estas entidades, y que igualmente se encuentra facultado ampliamente para 

determinar su estructura orgánica. Sobre la naturaleza de las Empresas 

Sociales del Estado, la  jurisprudencia constitucional ha sintetizado que éstas 

“son una nueva categoría dentro del catálogo de entidades administrativas del 

orden descentralizado, que tienen naturaleza, características y especificidades 

propias, lo cual impide confundirlas con otro tipo de entidades públicas”. Así 

mismo, ha explicado la naturaleza jurídica particular, la regulación especial y la 
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competencia en cabeza del Legislador para determinar la estructura orgánica 

de estas entidades, en razón a que “las empresas sociales del Estado tienen 

una naturaleza jurídica diversa de la que corresponde a los establecimientos 

públicos, y su función primordial, a diferencia de éstos, no consiste en el 

cumplimiento de tareas administrativas en un sentido general, sino que radica 

ante todo en la atención de salud. Por ello, las disposiciones que las rigen son 

también distintas y, en el caso de las empresas sociales, que por su naturaleza 

de entidades descentralizadas públicas debían ser creadas por ley, como en 

efecto lo fueron, el legislador estaba facultado para establecer su estructura 

orgánica”. 

 

De lo anterior se decanta que, por la naturaleza misma la Subred Integrada de 

Servicios de Salud Sur E.S.E, esta, actuó conforme a las estipulaciones legales 

en virtud de su régimen jurídico propio; esto es atendiendo   a la autonomía 

administrativa, y a las disposiciones que en materia contractual fueren dables 

aplicar; lo anterior en concordancia con el numeral 6 del artículo 195 de la 

mentada Ley 100 de 1993, artículo 1496 del Código Civil, artículo 83 de la 

Constitución política y demás reglamentación atinente a la materia. 

 

De otra parte, se resalta el objeto social  de la E.S.E, en punto de probar que, 

mi representada contrató los servicios de la señora Maria Olga Sánchez, 

acogiéndose a las posibilidades legales de celebrar contratos de naturaleza 

civil, en aras de cumplir a cabalidad con  la obligación legal de garantizar a la 

comunidad, el acceso y prestación del  servicio de salud  como derecho 

fundamental, esencial y público, pues el personal de planta es insuficiente para 

dar cobertura total a las necesidades de la población  necesitada, a razón de la 

altísima demanda en  la prestación de servicios de salud.  Por esto se ratifica 

que las partes, se ataron mediante contratos de raigambre civil y por esto, es 

inexistente el vínculo de índole laboral alegado por la demandante. 

 

 

En suma, como se expuso en las líneas anteriores, el clausulado de los diversos 

contratos por prestación de servicios que las partes suscribieron y su real 

ejecución, demuestran que no hubo relación laboral.  

 

 

• COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

Dada la relación civil surgida entre las partes, estas acordaron como una de las 

obligaciones del contrato, la cancelación oportuna de rubros determinados 

como honorarios, una vez fuera verificado el cumplimiento del objeto 

contractual. 

 

Por esta potísima razón, la entidad accionada canceló periódicamente 

honorarios a la contratista, de suerte que, cada contrato fue terminado y 

liquidado en los tiempos que ambas partes   estimaron razonables, (mediando 

prórrogas y adiciones monetarias, según disponibilidad presupuestal existente). 

De este modo, las partes dieron paso a las liquidaciones contractuales, 

manifestando ambos extremos, encontrarse a paz y salvo por todo concepto. 

 

Así pues, en convencimiento de estar desarrollando contratos civiles, de los 

cuales se desprende la autonomía e independencia que en calidad de 

contratista ostentó la señora Sánchez, ella se afilió y realizó los aportes al 

Sistema de Seguridad Social Integral como tal; amén de esto, la entidad 
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contratante cumplió con su obligación contractual de pagar oportunamente el 

total de cada contrato. 

 

Precisamente por tal proceder, durante las vigencias de cada contrato, la 

demandante reconociendo el cumplimiento mutuo de las obligaciones 

emanadas de los pactos contractuales, no formuló quejas o reparos por 

incumplimiento respecto a sus pagos. 

 

Total, que, no le asiste la razón a quien, habiendo sido contratista, pretende 

reclamar emolumentos propios de un contrato de trabajo, máxime cuando 

recibió cumplidamente el pago de sus honorarios y nunca manifestó 

desacuerdos a la contratante. 

 

 

 

• BUENA FE  

 

Esta excepción encuentra asidero fáctico y legal   en la disposición contenida 

en el artículo 1603 del Código Civil Colombiano que indica: “EJECUCION 

DE BUENA FE. Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente 

obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan 

precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por ley pertenecen a ella.”. 

Aunado a ello, lo consagrado en el ARTÍCULO 83 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA, que advierte sobre los postulados de la buena fe. 

 

Así pues, siendo el contrato Ley para las partes, del nexo civil que hubo entre 

estas, se colige que, la entidad accionada siempre actuó con apego a las 

disposiciones legales que la Constitución Política, normas propias del Derecho 

privado y la habilitación de las mismas Leyes 100 de 1993 y 80 del mismo año, 

le otorgaron para celebrar y ejecutar contratos por prestación de servicios, 

siendo diametralmente opuestos a las relaciones de trabajo, reguladas por las 

normas específicas de tal jurisdicción. 

 

No hay duda entonces, al afirmar que del comportamiento adoptado por mi 

prohijada y   el de la hoy demandante, durante la vigencia de los contratos, 

ninguna de las partes estableció ni materializó la concurrencia de un contrato 

de trabajo. 

 

Por el contrario, al cumplir ambas partes con sus obligaciones contractuales, los 

contratos se terminaron y liquidaron sin reparos al respecto. 

 

• RELACIÓN CONTRACTUAL DE NATURALEZA   CIVIL - CONTRATO POR 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS. 

 

Esta excepción condensa la relación jurídica de naturaleza civil que unió a las 

partes durante la ejecución de los contratos por prestación de servicios. 

 

Su génesis se remonta a lo preceptuado por el Código civil en sus artículos 1495 

y 1496   a saber: “Artículo 1495. Definición de contrato o convención. Contrato 

o convención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, 

hacer o no hacer alguna cosa.  Cada parte puede ser de una o de muchas 

personas”. 
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“Artículo 1496. Contrato unilateral y bilateral. El contrato es unilateral cuando 

una de las partes se obliga para con otra que no contrae obligación alguna; y 

bilateral, cuando las partes contratantes se obligan recíprocamente.”  

 

Esta modalidad de contratación se encuentra reglada por las Leyes 100 de 1993 

y 80 de 1993, que han permitido que, atendiendo a la Disponibilidad del 

presupuesto aprobado, diversas administraciones contraten con personas 

naturales y/o jurídicas para que, de forma voluntaria y capaz, se suscriban 

contratos que permitan desarrollar el objeto social de cada entidad. 

 

 Ahora bien, teniendo en cuenta, la propuesta para prestar servicios que en su 

momento presentó la contratista, quien estimó vincularse como independiente, 

es evidente que la modalidad de contratación estuvo enmarcada dentro de las 

normas de Derecho privado que rigen la materia, pues atendiendo a su solicitud 

y a la necesidad de prestación del servicio, ella, según su experiencia, 

destrezas, capacidades y nivel de formación profesional, ejecutó las actividades 

bajo su responsabilidad y cuenta propia, como es natural de los contratos de 

prestación de servicios personales. 

 

• IMPROCEDENCIA DE INDEMNIZACIÓN PEDIDA POR LA PARTE ACTORA. 

 

Materializando el acuerdo de voluntades que permitió dar curso a la contratación 

civil/ comercial que ató a las partes, estas de común acuerdo, celebraron, 

terminaron y liquidaron los diversos contratos por prestación de servicios, en 

razón a la expiración del plazo para dar cumplimiento a los objetos 

contractuales; (situación que fue estipulada por ambos extremos desde el inicio 

de la etapa contractual).  Lo anterior, da pie para resaltar que, entre la entidad 

contratante y la contratista, se gestó un nexo civil, que, en legal forma, distó 

claramente de constituir una relación laboral. 

 

Por demás, se dirá que el negocio jurídico celebrado entre contratante y 

contratista, en punto de la consecución de los contratos por prestación de  

 

servicios, estuvo siempre enmarcado en los principios de transparencia, 

responsabilidad, equilibrio contractual y desde luego, buena fe, consagrados en 

la Ley 80 de 1993, por esto no le asiste la razón a quien reclama una 

indemnización invocando un daño que nunca existió, mucho más cuando en el 

ejercicio de sus actividades contractuales nunca manifestó desacuerdo o 

inconformidad.  

 

Con tal antecedente, se prueba que no hay objeto que fundamente las súplicas 

de la accionante y a contrario sensu, los contratos se ejecutaron de conformidad 

con las ordenanzas dispuestas en la Ley 80 de 1993, Ley 100 de 1993, 

Constitución política, Código civil y demás normas de derecho privado que 

regulan la materia. 

 

 

• PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS Y 

CONTRATOS CELERADOS ENTRE LAS PARTES. 

 

Los actos administrativos y los contratos de prestación de servicios personales, 

que fueron suscritos por las partes, de forma libre, consciente y voluntaria, 

gozan de presunción de legalidad, al ser emanadas de una entidad pública; en 
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virtud de esto, con el lleno de los requisitos legales, producen efectos jurídicos 

e implican obligatoriedad frente al cumplimiento de sus decisiones. 

 

Frente al sub- lite se reitera que el Acto Administrativo acusado, se ajusta a 

Derecho, ya que este confirma que entre las partes no existió relación laboral y 

por esto, no se accede al reconocimiento y pago de acreencias de la naturaleza 

que reclama la accionante; a contrario sensu, de lo afirmado por la demandante, 

tal decisión administrativa fue proferida en legal forma, pues la funcionaria 

competente que le suscribió, fundamentó el pronunciamiento en las facultades 

contractuales contenidas en la Ley 100 de 1993 y el Estatuto General de la 

Contratación Pública, que brindan habilitación para celebrar contratos por 

prestación de servicios, cuya implicación indudable, reviste en la existencia de 

un vínculo civil, que le permitió a la accionante, ejecutar los objetos 

contractuales de forma autónoma en calidad de contratista. 

 

 

• PRESCRIPCIÓN 

 

Sin que de manera alguna se entienda reconocimiento de los hechos y 

pretensiones aducidos por la demandante, se propone esta excepción 

correspondiente a cualquier derecho que se hubiese causado a favor de la 

misma y que de conformidad con los preceptos   legales y con lo probado en 

juicio, quedara amparado por el fenómeno de la prescripción de conformidad 

con los artículos 151 del Código Procesal del Trabajo y 488 del Código 

Sustantivo del Trabajo.    

 

 En relación a la mención anterior, se pondrá de presente lo afirmado en 

sentencia del trece (13) de mayo de dos mil quince (2015) REF: 

EXPEDIENTE No. 680012331000200900636 01 NÚMERO INTERNO: 1230-

2014 C.P. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, la cual aclaró lo siguiente: 

 

“La prescripción extintiva tiene que ver con el deber de cada persona de 

reclamar sus derechos en un tiempo prudencial el cual está fijado en la Ley, es 

decir, que para reclamar los derechos que se consideran adquiridos se debe 

respetar el lapso establecido para el efecto, so pena de perderlos.”   

Esta materia está regulada por el artículo 41 del Decreto Ley 3135 de 26 de 

diciembre de 1968, “Por el cual se prevé la integración de la seguridad social 

entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de los 

empleados públicos y trabajadores oficiales”, que dispone lo siguiente:  

 “Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto 

prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya 

hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la 

autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente 

determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.” 
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• COSA JUZGADA 

 

Respecto de cualquier proceso o conciliación que se hubiere realizado entre las 

partes; especialmente, en lo atinente a los contratos de prestación de servicios 

personales.  

 

 

• EXCEPCIÓN INNOMINADA 

 

Igualmente solicito al Señor Juez, se sirva declarar probadas las demás 

excepciones que resulten demostradas dentro del presente proceso, de 

conformidad con lo dispuesto en artículo 187 del C.P.A.C.A. 

 

 

Ergo, me resta solicitar a ese Estrado judicial, tenga por contestada la demanda 

y se absuelva a mi poderdante de las reclamaciones del petitum.  

 

 

PRUEBAS 

 

              Documentales. 

  

• Poder para actuar 

• Copia del Acuerdo 641 del año 2016 

• Copia del Decreto Nº 160 de 05 de abril del año 2017 y Acta de posesión. 

• Se tengan en cuenta las aportadas por la demandante. 

 

 

 

aaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaa    

Interrogatorio de parte. 

Solicito comedidamente, se cite al demandante, para que absuelva el interrogatorio 

de parte, que formulará la suscrita, en la fecha y hora que señale el Despacho para 

tal fin. 

  

                                                     ANEXOS 

Los documentos anunciados en el acápite de pruebas. 
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 NOTIFICACIONES 

 

Demandada: Subred Integrada de Servicios de Salud Sur E.S.E en la   Carrera 

20 No. 47B – 35 Sur de Bogotá, email:  

notificacionesjudiciales@subredsur.gov.co. 

Apoderada de la entidad demandada: Las recibiré en la secretaría de ese 

juzgado, y/o en la  Carrera 6 Nº 14 – 98 Oficina 1306 de Bogotá, y en la dirección 

de email angelalopezferreira.juridica@hotmail.com. Teléfono celular de 

contacto: 304 389 44 96. 

 

Del Señor Juez,  

 

Cordialmente,                 

 

   ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 

   C.C 1.020.804.012 de Bogotá  

   T.P 298.222 del C. S. de la J.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Código de Verificación: J075 

mailto:notificacionesjudiciales@subredsur.gov.co
mailto:angelalopezferreira.juridica@hotmail.com


ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

25 
 

 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

26 
 

 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

27 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

28 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

29 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

30 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

31 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

32 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

33 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

34 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

35 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

36 
 

 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

37 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

38 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

39 
 

 



ANGELA MARIA LÓPEZ FERREIRA 
ABOGADA 

 angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 

40 
 

 



 
 

 
                                                      

  

*20201182584621* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584621 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720200009600  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: ROCIO BUITRAGO MUÑOZ 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

6. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

7. No es un hecho es una transcripción de una cita jurisprudencial. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

10. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 



 
 

 
                                                      

  

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 
 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 



 
 

 
                                                      

  

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 



 
 

 
                                                      

  

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

 

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 



 
 

 
                                                      

  

 

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
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*20201182584641* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584641 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720200009900  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: JENID CUCAITA RAMIREZ 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

6. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

7. No es un hecho es una transcripción de una cita jurisprudencial. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

10. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 



 
 

 
                                                      

  

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 
 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 



 
 

 
                                                      

  

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 



 
 

 
                                                      

  

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

 

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 



 
 

 
                                                      

  

 

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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